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NULIDAD DE LA ACTUACIÒN – Indebido emplazamiento

NULIDAD DE LA ACTUACIÒN / INDEBIDO EMPLAZAMIENTO –Las publicaciones se realizaron en forma errada al momento de la identificación de las partes de la litis.

EMPLAZAMIENTO EN PROCESO DE PERTENENCIA- Existe norma procedimental especial que imponen las reglas para el emplazamiento.

TESIS: En suma, del análisis del plenario se desprende que en el trámite de primera instancia razón le asiste la juez al detectar el yerro del que adolecía los edictos adiados 8 y 9 de abril de 2012 y decretar la nulidad, empero, dejo de ver la falta de identificación del bien inmueble objeto del litigio en cuanto a su especificación con la indicación de su ubicación, medidas numero, según lo preceptuado en el artículo 407 del C.P.C. Sin embargo, dicha disyuntiva al igual que la ya detectada configuran una causal de nulidad. En consecuencia, al verificarse el indebido emplazamiento de los demandados Mirta Yepes de Ruíz, José Antonio Yepes Cabas, Ilsa Parra de Cuadrado, Gertrudis Mozo Granados se confirmara el auto adiado 5 de septiembre de 2013, proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito.
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I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO

Procede la Magistrada sustanciadora a resolver el recurso de apelación interpuesto por Álvaro Alberto Flecher Toro contra el auto adiado 5 de septiembre de 2013, proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad al interior del proceso ordinario de pertenencia que el recurrente inició contra Mirta Yepes de Ruíz, José Antonio Yepes Cabas, Ilsa Parra de Cuadrado, Gertrudis Mozo Granados y personas indeterminadas.

II. SÍNTESIS PROCESAL

El mencionado ciudadano convocó a juicio ordinario a los arriba señalados, en busca de obtener sentencia que haga tránsito a cosa juzgada, mediante la cual se declare que ganó por el medio de prescripción extraordinaria extintiva de dominio el  globo de terreno,  que hace parte de uno de mayor extensión, identificado de la siguiente manera:

“NORTE: Con linderos a 8.00 Mts con Quebrada Tamacá y Senaida Mado; SUR: en siete metros treinta centímetros (7.30 m) y la carretera Troncal del Caribe. ESTE: A veintiocho punto cincuenta (28.50m) con Jairo Redondo Devia; OESTE: Con José Mozo en treinta y tres metros (33m), con un área aproximada de doscientos veinte metros cuadrados (220M2). El predio de mayor extensión que se pretende prescribir (sic) tiene los siguiente linderos: NORTE: Cerro La Llorona; SUR: Camino Real en medio con terrenos de la sucesión de Manuel Guardiola antes, hoy carretera Santa Marta – Ciénaga; ESTE: Terreno de Eulices Pacheco OESTE: Terreno de Juan Pimienta antes, hoy de Carmita González.”
Mediante proveído de 30 de enero de 2007 el Juzgado Segundo Civil del Circuito a quien correspondió por reparto la demanda la declaró inadmisible ordenando un término de 5 días para su subsanación.   Así, el 8 de febrero de esa misma anualidad el actor por conducto de su apoderado allegó memorial a fin de corregir los defectos anotados; con lo que el 9 de febrero fue admitida, acto seguido se corrió traslado a los demandados por el termino de 20 días y se decretó el emplazamiento a personas indeterminadas, de igual forma se reconoció personería jurídica a la representante del demandante.

Siguiendo el mismo hilo conductor, por auto de 3 de marzo de 2009 la juez de conocimiento resolvió emplazar a los señores “MIRTA YEPES DE RUIZ, ANTONIO YEPES CABAS, ILSA PARRA DE CUADRADO Y GERTRUDIS MOZO GRANADOS”, en atención a lo solicitado por la parte activa
, sin embargo los emplazados no hicieron manifestación alguna por lo que se les designó el 14 de mayo de 2012 curador Ad-Litem a efectos de garantizar su derecho de contradicción.
El 30 de mayo de 2013 la señora Gertrudis Mozo de Cuadrado presentó  escrito solicitando Nulidad por Indebida Notificación, pretensión que le fue negada. Una vez agotada la etapa probatoria y las demás exigidas por la ley el 5 de septiembre de la pasada anualidad, la Jueza segunda Civil del Circuito anotó el  yerro del que adolecía el edicto emplazatorio a personas determinadas, dando lugar a la vulneración del debido proceso y derecho de defensa de los encartados, ávida cuenta de que el auto que ordenó su emplazamiento señalo entre otros al señor a Antonio Yepes Cabas, publicándose en igual sentido el 8 de abril de 2012 en el periódico el Tiempo, cuando el enjuiciado corresponde al nombre de José Antonio Yepes Cabas, por lo que se decretó la nulidad de lo actuado a partir de los edictos de fechas “09 de abril de 2012 y 08 de abril de 2012, por medio de los cuales se notificó a las personas demandadas y todo lo que de ellos dependa…”. Así mismo, ordenó elaborar un nuevo edicto emplazatorio a los demandados Mirta Yepes de Ruiz, José Antonio Yepes Cabas e Ilsa Parra de Cuadrado.

Inconforme el actor interpuso el recurso de apelación, el que fue concedido en el efecto suspensivo, lo que justifica la presencia del expediente en esta sede y que se entra a dirimir, previas las siguientes:
III. CONSIDERACIONES

Mediante el precitado auto la jueza a quo declaró la nulidad de lo actuado a partir de los edictos adiados 8 y 9 de abril de 2012, por medio de los cuales se emplazó a los demandados. 
El vicio decretado tuvo su génesis en la trascripción del nombre de uno de los demandados, señor José Antonio Yepes Cabas, quien figura en el edicto emplazatorio como Antonio Yepes Cabas, por lo que acertadamente la a-quo decretó la nulidad de lo actuado, en virtud de la consagración legal del artículo 140 numeral 9 del Código de Procedimiento Civil. De acuerdo con lo dicho, la labor del Tribunal es determinar si se encuentran acreditados los presupuestos para declarar la nulidad de acuerdo con la citada norma, disposición que contiene como fuerza anulatoria del proceso el hecho de que “Cuando no se practica en legal forma la notificación a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas de deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público en los casos de ley”. Igualmente, es menester precisar que en atención al sub-lite, es indispensable recurrir a lo establecido en el canon 407 Ibídem, pues determina los requisitos a los cuales debe sujetarse el edicto dentro de un proceso de pertenencia, así serán estos los tópicos dentro de los cuales se centrara este estudio.
Tenemos entonces que las normas procesales vigentes relacionadas con las notificaciones a los demandados propenden porque el contradictorio se integre de manera plena con los citados como sujetos pasivos de la pretensión; de allí que los artículos 318 y 407 del estatuto de los ritos civiles, señalen las formalidades que deben observarse cuando se realiza un emplazamiento a quien deba ser notificado personalmente ora a las personas indeterminadas que por ley deban ser enteradas de la causa, y sólo en la medida que se sigan las instrucciones a pie juntillas se les podrá garantizar los principios constitucionales de defensa y de debido proceso. A contrario sensu, cuando no se cumplen los requisitos de ley, se configura la causal de nulidad prevista en el numeral 9 ° del artículo 140 del C. de P. C. que reza:

"El proceso es nulo en todo o en parte, solamente en los siguientes casos:
9. Cuando no se practica en legal forma la notificación a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas de deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público en los casos de ley.”

Ello significa que el legislador no buscó otra cosa que rescatar la posibilidad de efectivizar las garantías mínimas de defensa y contradicción, en el sentido de permitir, conocer y rebatir tanto los hechos como las pretensiones, y de ejercer el legítimo derecho de impugnación. 

En palabras de la Sala, la notificación y el emplazamiento en debida forma, “franquea la puerta al ejercicio del derecho de defensa, garantía constitucional que como componente fundamental del debido proceso se resiente en presencia de irregularidades en el trámite cumplido para lograr la comparecencia del demandado en el juicio. En ese contexto, la ley requiere que la primicia sobre la existencia del proceso deba darse al demandado cumpliendo a cabalidad las exigencias que ha puesto el legislador en tan delicada materia, todo con el fin de lograr el propósito de integrarlo personalmente a la relación jurídico procesal”

En el sub-judice el demandante encaminó el pleito en contra de Mirta Yepez de Ruiz, Ilsa Parra de Cuadrado, José Antonio Yepez Cabas y Gertrudis Mozo Granados en calidad de titulares del derecho principal de dominio de un terreno de mayor extensión dentro del cual se encuentra ubicado el inmueble a prescribir y personas indeterminadas que se crean con derechos sobre el bien perseguido, solicitando el emplazamiento tanto de éstas como de aquellas, pedimento al que se accedió por encontrarlo ajustado a derecho. No obstante, la citación que a las primeras se le hiciera no compagina con la normativa vigente, lo que acarrea en consecuencia la invalidez del acto y todo lo que dependa de él.

En efecto, el edicto emplazatorio a los demandados debía hacerse de conformidad al articulo 318 numeral 3º del Código de Procedimiento Civil en cuanto a que “El emplazamiento se surtirá mediante la inclusión del nombre del sujeto emplazado, las partes del proceso, su naturaleza o el juzgado que lo requiere, en un listado que se publicará por una sola vez, en un medio escrito de amplia circulación nacional o en cualquier otro medio masivo de comunicación, a criterio del juez. El juez deberá indicar en el auto respectivo, el nombre de al menos dos medios de comunicación de amplia circulación nacional que deban utilizarse”. (Subrayado por fuera del texto original). 

Reposa en el expediente a folios 71 y 78 los edictos censurados en primera instancia, los cuales una vez confrontados con la normatividad vigente se observa que en efecto, las publicaciones se realizaron en forma errada al momento de la identificación de las partes de la litis, acarreando la nulidad arriba mencionada. 

Por otro lado, aunado al hecho que en tratándose de procesos de pertenencia, existe norma procedimental especial que impone determinadas formalidades respecto de los emplazamientos y ordena que el edicto debe incluir lo siguiente: 
“Articulo 407. Declaración de Pertenencia. En las demandas sobre declaración pertenencia se aplicaran las siguientes reglas: …

6ª. a) El nombre de la persona que promovió el proceso, la naturaleza de éste y la clase de prescripción alegada; 

b) El llamamiento de quienes se crean con derecho a los bienes para que concurran al proceso, a más tardar dentro de los quince días siguientes a la fecha en que quede surtido el emplazamiento, y
c) La especificación de los bienes, con expresión de su ubicación, linderos, número o nombre.”
Respecto a tales exigencias no pudo establecer esta Sala el cumplimiento del literal “c”, pues en la publicación de 9 de abril de 2009 no se identificó la propiedad pretendida, elemento que resulta esencial para la garantía del derecho de defensa y debido proceso de las partes de un proceso.

En suma, del análisis del plenario se desprende que en el trámite de primera instancia razón le asiste la juez al detectar el yerro del que adolecía los edictos adiados 8 y 9 de abril de 2012 y decretar la nulidad, empero, dejo de ver la falta de identificación del bien inmueble objeto del litigio en cuanto a su especificación con la indicación de su ubicación, medidas numero, según lo preceptuado en el articulo 407 del C.P.C. Sin embargo, dicha disyuntiva al igual que la ya detectada configuran un causal de nulidad. En consecuencia, al verificarse el indebido emplazamiento de los demandados Mirta Yepes de Ruíz, José Antonio Yepes Cabas, Ilsa Parra de Cuadrado, Gertrudis Mozo Granados se confirmara el auto adiado 5 de septiembre de 2013, proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito.
IV. RESUELVE

Por lo expuesto, la Magistrada sustanciadora Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, en Sala Civil - Familia, CONFIRMA el auto adiado 23 de agosto de 2013, proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Santa Marta al interior del proceso ordinario de pertenencia agraria que María Melkva Camacho inició contra Law John Willian y personas indeterminadas, precisando que el vicio detectado se estructuró desde los emplazamientos los cuales deberán rehacerse, por lo que se deja sin valor lo actuado en primera instancia de ahí en adelante.
Costas en esta instancia a cargo de la recurrente. Como agencias en derecho se fija la suma de doscientos mil pesos ($200.000).
En su oportunidad, devuélvase el diligenciamiento.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MARTHA ISABEL MERCADO RODRÍGUEZ

Magistrada
� Ver folio 69 del cuaderno No 1
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